RECURSO DE APELACIÓN – Contra auto que aceptó el desistimiento de las pretensiones y condenó en costas a la parte demandante / DESISTIMIENTO – Regulación. Condena en costas / CONDENA EN COSTAS – Procedencia 
En el presente asunto se advierte que no hay motivos para revocar la condena impuesta a la parte demandante, toda vez que no condicionó el desistimiento a la exoneración de dicho pago ni tampoco obra en el proceso acuerdo entre las partes en ese sentido. Cabe aclarar que, aunque la entidad accionada suscribió el acuerdo conciliatorio que fue aprobado por el Tribunal, y en el escrito de contestación solicitó dar por terminado el proceso, en ningún momento hizo ningún tipo de petición en el sentido de no condenar en costas a la parte demandante. […] Al respecto, se advierte que el presente asunto no reviste un interés general pues se trata de un medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra unas resoluciones de carácter particular que generaron una situación jurídica para la parte actora exclusivamente. En esa medida, la Sala confirmará la condena en costas impuesta por el a quo.

AGENCIAS EN DERECHO – Concepto. Definición / AGENCIAS EN DERECHO – Procedencia porque el apoderado actuó en el proceso
La DIAN incurrió en gastos de apoderamiento presentó escrito de contestación de la demanda, en virtud de lo cual también es procedente conceder las agencias en derecho. Ahora bien, de conformidad con el Acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2., las agencias en derecho en primera instancia de procesos con cuantía puede fijarse hasta en el veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones. En este caso, el Tribunal fijó las agencias en un uno por ciento (1%), atendiendo a la temprana etapa en la cual se encontraba la litis. En esos términos, la Sala considera razonable el valor fijado por el a quo en cuanto a las agencias en derecho, motivo por el cual ello también será confirmado.

NOTA DE RELATORIÍA: Ver sentencia Corte Constitucional C-089 de 13 de febrero de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Linnet
FUENTE FORMAL: CODIGO GENERAL DEL PROCESO – ARTÍCULO 314 / CODIGO GENERAL DEL PROCESO – ARTÌCULO 316 / LEY 1437 DE 2011 – ARTÍCULO 188 / LEY 1437 DE 2011 – ARTÍCULO 306 / ACUERDO 1887 DE 2003 –ARTÍCULO 2 / ACUERDO 1887 DE 2003 –ARTÍCULO 2 / ACUERDO 1887 DE 2003 –ARTÍCULO 6 NUMERAL 3.1.2.
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Actor: SELECCIÓN DE SUMINISTROS Y SERVICIOS S.A.S
Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN
Referencia: El auto que acepta el desistimiento de las pretensiones debe condenar en costas a quien lo solicitó, a menos que el desistimiento se hubiera condicionado a la exoneración de dicho pago, o que las partes hubieran llegado a un acuerdo en ese sentido.

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido el 22 de octubre de 2015 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante el cual aceptó el desistimiento de las pretensiones y condenó en costas a la parte demandante.

1. La actuación procesal.

1.1. Los actores, a través de apoderado, interpusieron demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra los siguientes actos administrativos:

· Resolución No.1-35-238-419-636.1-1482 del 29 de agosto de 2014, por medio de la cual la División de Gestión y Fiscalización de la DIAN ordenó el decomiso de 49 contenedores.

· Resolución No.135-201-236-601-1833 del 21 de noviembre de 2014 por la cual se resolvió el recurso de reconsideración, en el sentido de confirmar el acto inicial.

1.2. La continuidad de la demanda se supeditó a la no aprobación del acuerdo conciliatorio suscrito entre las partes el 17 de marzo de 2015
, proceso que también cursaba en el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca bajo el radicado 2015-00290-01.

1.3. La presente demanda fue admitida por auto del 5 de junio de 2015, mediante el cual se ordenó notificar a la DIAN, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

1.4. Mediante auto del 6 de agosto de 2015 el Tribunal aprobó el acuerdo conciliatorio prejudicial celebrado entre la parte actora y la entidad accionada.

1.5. El 16 de septiembre de 2015, el apoderado de la sociedad demandante aportó escrito por el cual desiste de las pretensiones de la demanda.

2. El auto recurrido. 

Mediante providencia del 22 de octubre de 2015 el Tribunal Administrativo del Quindío aceptó el desistimiento y condenó en costas a la sociedad actora, bajo las siguientes consideraciones:
· Que la figura del desistimiento no está regulada en el C.P.A.C.A., motivo por el cual debe aplicarse lo dispuesto en el C.G.P.

· Que la solicitud de desistimiento cumple con los requisitos pues el abogado de la parte demandante estaba debidamente facultado para ello y en el proceso no se había dictado sentencia.

· Que de conformidad con los artículos 316 inciso 3 y 365 del C.G.P., debía condenarse en costas al demandante.

· Que atendiendo a lo establecido en el artículo 366 numeral 4 del C.G.P. y al artículo 6 del Acuerdo 1887 de 2003, se fijarían las agencias en derecho en la suma del 1% de las pretensiones de la demanda.

En consecuencia, resolvió lo siguiente:

PRIMERO: ACEPTAR el desistimiento de las pretensiones de la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva del presente proveído.

SEGUNDO: CONDENAR EN COSTAS a la parte demandante, las cuales serán liquidadas por la Secretaría de la Corporación de conformidad con lo establecido en el numeral 1 del artículo 366 del C.G.P.

TERCERO: FIJAR como AGENCIAS EN DERECHO el uno por ciento (1%) del valor de las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo establecido en el artículo 6º numeral 3.1.3 del Acuerdo 1887 de 2003”

3. El recurso de apelación.

El apoderado de la sociedad demandante solicitó revocar parcialmente el auto apelado en lo referente a la condena en costas y agencias en derecho, por las siguientes razones
:

· Que hay pronunciamientos del Consejo de Estado según los cuales no procede la conciliación en materia de definición jurídica de mercancías, motivo por el cual existía la posibilidad de que el acuerdo conciliatorio no fuera aprobado.

· Que, al quedar aprobado el referido acuerdo, carecía de sentido continuar con la demanda.

· Que la condena en costas y agencias en derecho desestimula el acceso a la administración de justicia.

· Que el caso corresponde a una controversia de interés público por ser un asunto de carácter aduanero, en las cuales está prohibida la condena en costas de conformidad con el artículo 188 del CPACA.

4. Competencia.

De conformidad con los artículos 125
, 150
 y 243
 del CPACA, así como el artículo 1 Sección Primera numeral 8 del Acuerdo 55 de 2003
, corresponde a la Sala de la Sección Primera resolver el recurso de apelación incoado contra el auto que aceptó el desistimiento de la demanda.

5. Consideraciones.

Procede la Sala a resolver la impugnación presentada por la parte demandante contra el auto del 22 de octubre de 2015 por medio del cual el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca aceptó el desistimiento de la demanda y condenó en costas y agencias en derecho a la sociedad actora. 

5.1. Sobre la condena en costas.

La figura del desistimiento está regulada por los artículos 314 a 316 del C.G.P., normas a las que debe hacerse remisión por expreso mandato del artículo 306 del C.P.A.C.A, dado que este último únicamente se refiere al desistimiento tácito. 

Ahora bien, el artículo 314 del C.G.P. se consagra al desistimiento de la demanda en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 314. DESISTIMIENTO DE LAS PRETENSIONES. El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso.

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia.

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas en él.

En los procesos de deslinde y amojonamiento, de división de bienes comunes, de disolución o liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales, civiles o comerciales, el desistimiento no producirá efectos sin la anuencia de la parte demandada, cuando esta no se opuso a la demanda, y no impedirá que se promueva posteriormente el mismo proceso.

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la persona que lo hace y a sus causahabientes.

El desistimiento de la demanda principal no impide el trámite de la reconvención, que continuará ante el mismo juez cualquiera que fuere su cuantía.

Cuando el demandante sea la Nación, un departamento o municipio, el desistimiento deberá estar suscrito por el apoderado judicial y por el representante el Gobierno Nacional, el gobernador o el alcalde respectivo.” (Negrillas por fuera del texto)

Por su parte, el artículo 316 ibídem es del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 316. DESISTIMIENTO DE CIERTOS ACTOS PROCESALES. Las partes podrán desistir de los recursos interpuestos y de los incidentes, las excepciones y los demás actos procesales que hayan promovido. No podrán desistir de las pruebas practicadas.

El desistimiento de un recurso deja en firme la providencia materia del mismo, respecto de quien lo hace. Cuando se haga por fuera de audiencia, el escrito se presentará ante el secretario del juez de conocimiento si el expediente o las copias para dicho recurso no se han remitido al superior, o ante el secretario de este en el caso contrario.

El auto que acepte un desistimiento condenará en costas a quien desistió, lo mismo que a perjuicios por el levantamiento de las medidas cautelares practicadas.

No obstante, el juez podrá abstenerse de condenar en costas y perjuicios en los siguientes casos:

1. Cuando las partes así lo convengan.

2. Cuando se trate del desistimiento de un recurso ante el juez que lo haya concedido.

3. Cuando se desista de los efectos de la sentencia favorable ejecutoriada y no estén vigentes medidas cautelares.

4. Cuando el demandado no se oponga al desistimiento de las pretensiones que de forma condicionada presente el demandante respecto de no ser condenado en costas y perjuicios. De la solicitud del demandante se correrá traslado al demandado por tres (3) días y, en caso de oposición, el juez se abstendrá de aceptar el desistimiento así solicitado. Si no hay oposición, el juez decretará el desistimiento sin condena en costas y expensas.” (Negrillas por fuera del texto)
Resulta claro que, por regla general, al aceptar un desistimiento debe condenarse en costas a la parte que desistió, a menos que se presente alguna de las situaciones antes descritas.

En el presente asunto se advierte que no hay motivos para revocar la condena impuesta a la parte demandante, toda vez que no condicionó el desistimiento a la exoneración de dicho pago ni tampoco obra en el proceso acuerdo entre las partes en ese sentido. Cabe aclarar que, aunque la entidad accionada suscribió el acuerdo conciliatorio que fue aprobado por el Tribunal, y en el escrito de contestación solicitó dar por terminado el proceso, en ningún momento hizo ningún tipo de petición en el sentido de no condenar en costas a la parte demandante.

De otro lado, el actor alega que no es posible imponer una condena en costas en el presente proceso, de conformidad con el artículo 188 del C.P.A.C.A. Dicha norma es del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.”

Al respecto, se advierte que el presente asunto no reviste un interés general pues se trata de un medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra unas resoluciones de carácter particular que generaron una situación jurídica para la parte actora exclusivamente. En esa medida, la Sala confirmará la condena en costas impuesta por el a quo.

5.2. Sobre las agencias en derecho.

Según el Consejo Superior de la Judicatura las agencias en derecho hacen parte de las costas, tal como se lee en el Acuerdo No.1887 de 2003 “por el cual se establecen las tarifas de agencias en derecho”:

“ARTICULO SEGUNDO.- Concepto. Se entiende por agencias en derecho la porción de las costas imputables a los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, a cargo de quien pierda el proceso, el incidente o trámite especial por él promovido, y de quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, revisión o anulación que haya propuesto, y en los casos especiales previstos en los códigos de procedimiento.” (Negrilla por fuera del texto)
La Corte Constitucional ha desarrollado consideraciones similares al respecto, en los siguientes términos:

“Siguiendo planteamientos de la doctrina nacional, la jurisprudencia de esta Corporación ha explicado que las costas, esto es, "aquella erogación económica que corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial", están conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en derecho. Las primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios para su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados.  El artículo 393-2 del C.P.C. señala como expensas los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, y hace referencia genérica a todos los gastos surgidos en el curso de aquel. Por su parte, las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos de apoderamiento en que incurrió la parte vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que necesariamente hubiere mediado la intervención directa de un profesional del derecho.” 
 (Negrillas por fuera del texto)

Al respecto se advierte que la DIAN incurrió en gastos de apoderamiento presentó escrito de contestación de la demanda, en virtud de lo cual también es procedente conceder las agencias en derecho. 

Ahora bien, de conformidad con el Acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2., las agencias en derecho en primera instancia de procesos con cuantía puede fijarse hasta en el veinte por ciento (20%) del valor de las pretensiones. En este caso, el Tribunal fijó las agencias en un uno por ciento (1%), atendiendo a la temprana etapa en la cual se encontraba la litis.
En esos términos, la Sala considera razonable el valor fijado por el a quo en cuanto a las agencias en derecho, motivo por el cual ello también será confirmado.

5.3. Conclusión.

De conformidad con las consideraciones anteriormente expuestas, la Sala confirmará la providencia apelada en todas sus partes.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera,

R E S U E L V E:

PRIMERO: CONFIRMAR el auto apelado en todas sus partes.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen una vez se encuentre en firme ésta decisión.

Notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión de la fecha.

ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS              MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ

                              Presidente

     MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO                                         GUILLERMO VARGAS AYALA

� En el cual la DIAN acordó revocar los actos administrativos demandados y devolver la mercancía decomisada.


� Folios 150 a 155.


� “Artículo 125. De la expedición de providencias. Será competencia del juez o Magistrado Ponente dictar los autos interlocutorios y de trámite; sin embargo, en el caso de los jueces colegiados, las decisiones a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 243 de este Código serán de la sala, excepto en los procesos de única instancia. Corresponderá a los jueces, las salas, secciones y subsecciones de decisión dictar las sentencias. Los autos que resuelvan los recursos de súplica serán dictados por las salas, secciones y subsecciones de decisión con exclusión del Magistrado que hubiere proferido el auto objeto de la súplica.”


� “Artículo 150. Competencia del Consejo de Estado en segunda instancia y cambio de radicación. El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación por parte de los tribunales, o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se concedan los extraordinarios de revisión o de unificación de jurisprudencia.”


� “Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de los Tribunales y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia por los jueces administrativos:


(…)


3. El que ponga fin al proceso.


(…) "


� “ARTÍCULO 1. Distribución de negocios entre las secciones. El artículo 13 del Acuerdo No. 58 de 1999, por el cual se expidió el reglamento del Consejo de Estado, quedará así:


Artículo 13.- DISTRIBUCIÓN DE LOS NEGOCIOS ENTRE LAS SECCIONES. Para efectos de repartimiento, los negocios de que conoce la Sala de lo Contencioso Administrativo se distribuirán entre sus secciones atendiendo un criterio de especialización y de volumen de trabajo, así:


Sección Primera:


(…)


8-. Todos los demás, para los cuales no exista regla especial de competencia.”


� Sentencia C-089 de 13 de febrero de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Linnet.





